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ADMISIBILIDAD
IRMA ORELLANA LOPEZ VDA. DE ROMERO Y OTROS
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19 de marzo de 2013
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 20 de abril de 2004 una petición presentada por Guillermo Enrique Romero Orellana (en adelante “el peticionario”), en representación de Irma Leticia Orellana López Viuda de Romero, Brenda Carolina Romero Orellana, Claudia María Romero Orellana y el mismo Guillermo Enrique Romero Orellana (en adelante “presuntas víctimas”). La petición se presentó en contra del Estado de Guatemala (en adelante “Estado”, “Estado guatemalteco” o “Guatemala”), por la presunta falta al deber de investigar con debida diligencia el asesinato del abogado Guillermo Romero Peralta, esposo y padre de las presuntas víctimas, ocurrido el 27 de abril de 1998.
2. El peticionario sostiene que no hay evidencias de que el Estado haya realizado una investigación por el asesinato de su padre y alega una denegación de justicia.
3. Por su parte, el Estado sostiene que no se han agotado los recursos internos y que el caso continúa en etapa de investigación. En consecuencia, solicita que la petición sea declarada inadmisible. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de los familiares de Guillermo Romero Peralta: Irma Leticia Orellana López viuda de Romero, Brenda Carolina Romero Orellana, Claudia María Romero Orellana y Guillermo Enrique Romero Orellana. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 20 de abril de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 372-04. El 1º de mayo de 2006, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de Guatemala, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH vigente a la época. La respuesta del Estado fue recibida el 10 de julio de 2006. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario 6 de julio de 2004, 12 de octubre de 2006. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Asimismo, la CIDH recibió información del Estado el 27 de diciembre de 2006, 10 de mayo de 2010, 4 de junio de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
El peticionario
8. El peticionario alega que el Estado de Guatemala ha faltado a su deber de investigar con debida diligencia el asesinato de su padre, el abogado Guillermo Romero Peralta. Sostiene que el 27 de abril de 1998, varias personas armadas ingresaron al despacho profesional del abogado Romero Peralta que se ubicaba en el Barrio El Centro del Municipio de Gualán del departamento de Zacapa. Alega que sin mediar palabra, fue asesinado de dos impactos de bala. 
9. Argumenta que días anteriores al asesinato, el señor Romero Peralta trabajó en la defensa del señor Rolando Arturo Aquino Guerra, Alcalde Municipal de la Ciudad de Chiquimula. Agrega que el señor Romero le habría comunicado a su hijo que temía represalias de parte del señor Baudillo Hichos, en ese entonces diputado del Congreso de la República y ex Jefe de la Guardia de Hacienda (institución desaparecida), porque tendría ingerencia directa para impedir que el Alcalde Aquino Guerra reasumiera la Jefatura Edil. Indica que la única persona que presenció el ingreso de las personas que asesinaron a su padre era su secretaria y ésta huyó por temor a represalias. 

10. Respecto a la investigación del caso, señala que ha intentado indagar sobre el expediente en la Fiscalía Distrital del Ministerio Público del departamento de Zacapa comprobando que no existe investigación por los órganos competentes, sólo existen cinco o diez folios que según el Estado constituyen una investigación. Asimismo, rechaza las afirmaciones del Estado en cuanto a que se han tomado declaraciones para investigar los hechos. Afirma que personalmente se constituyó a prestar su declaración sin haber sido citado y que nunca fueron citados a declarar otros familiares. También señala que le proporcionó información al Estado sobre las personas que debían ser entrevistadas pero éstas nunca fueron contactadas. 
11. A pesar de los esfuerzos realizados en varias ocasiones para obtener el expediente judicial, las autoridades le habrían manifestado que estaba archivado y que necesitaban tiempo para localizarlo.  Asimismo, informa que antes de presentar la petición ante la CIDH, solicitó información sobre el caso, y fue informado por las autoridades que no existía investigación alguna. 

12. Respecto del agotamiento de los recursos internos, afirma que de conformidad con la legislación penal guatemalteca, el Estado es el encargado de realizar la investigación de un hecho criminal, y en este caso le correspondía a la Fiscalía Distrital del Ministerio Público del departamento de Zacapa. 
B. 
El Estado 

13. El Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible porque el peticionario no habría cumplido con el agotamiento de los recursos internos para poder recurrir al sistema interamericano.
14. Sostiene que la Fiscalía Distrital del Departamento de Zacapa conoció de la denuncia con motivo de la muerte violenta del abogado Guillermo Enrique Romero Peralta, según expediente MP-922-98. Informa que las investigaciones para determinar a los presuntos responsables incluyeron declaraciones testimoniales y entrevistas a testigos por parte de la Policía Nacional Civil, entre otras.

15. El 16 de febrero de 1999, el Fiscal encargado de la respectiva investigación declaró el archivo del expediente con fundamento en el artículo 327 del Código Procesal Penal. Dicha norma determina que cuando no se haya individualizado al imputado o cuando se haya declarado su rebeldía, el Ministerio Público pondrá por escrito, el archivo de las actuaciones. 
16. El Estado manifiesta a la CIDH el 10 de julio de 2006 su disponibilidad de promover la revocación del archivo del expediente, con la finalidad  reiniciar la investigación y utilizar todos los medios legales existentes para dar con los responsables del caso. 

17. En comunicación de fecha 27 de diciembre de 2006, el Estado informa que la investigación del caso estaría a cargo de la Fiscalía de Derechos Humanos desde el 25 de agosto de 2006 para darle la prioridad que requiere y se habría elaborado un plan de investigación. El Ministerio Público habría requerido informes de distintas entidades, así como diligencias de investigación a la Dirección de Investigaciones Criminalísticas del Ministerio Público, entrevistas a familiares y, que habría localizado a la persona que en el momento de los hechos se encontraba en la oficina del señor Romero, quien manifestó no recordar nada sobre los hechos ni las características de los responsables. 
18. El Estado manifiesta a la CIDH que se encuentra en la mejor disposición de promover ante los órganos jurisdiccionales una investigación exhaustiva del presente caso.  Sin embargo, indica que a la fecha no ha sido posible individualizar a los presuntos responsables de la muerte del señor Guillermo Romero Peralta. Reitera la necesidad de que, en virtud de que los familiares de la víctima son quienes tienen conocimiento de los antecedentes del caso y, con la finalidad de facilitar la labor investigativa del Ministerio Público, se sugiera al peticionario adherirse al proceso de investigación que se realiza a nivel interno, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 118 del Código Procesal Penal. Asimismo, informa que está a la espera de recibir el expediente criminal para remitirlo a la CIDH e indica que el caso continúa en la etapa de investigación.
19. Respecto del agotamiento de los recursos internos, el Estado sostiene que no se han agotado los recursos internos. En consecuencia, la petición debe ser declarada inadmisible.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

20. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a personas individuales, respecto de quienes el Estado de Guatemala se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Guatemala es un Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Guatemala, Estado Parte en dicho tratado.  
21. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

22. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

23. En el presente caso, el Estado sostiene que la investigación de los hechos se encuentra pendiente y que no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna.  Por su parte, el peticionario argumenta que el asesinato de Guillermo Romero Peralta fue en el año 1998, las autoridades le indicaron informalmente que el caso había sido archivado y posteriormente que continuaba en etapa de investigación. 
24. Sin entrar a analizar los argumentos desarrollados por las partes acerca de la presunta violación de las garantías judiciales y protección judicial, la Comisión observa que han pasado catorce años desde que Guillermo Enrique Romero Peralta fue hallado muerto, sin que a la fecha de elaboración del presente informe los representantes del Estado hayan proporcionado información concreta sobre las medidas dispuestas para que avance más allá de la etapa inicial de investigación.  El Estado tampoco ha informado a la Comisión acerca de diligencias recientes llevadas a cabo por el Estado o avances que conducirían a esclarecer los hechos y a sancionar a los responsables.
25. La Comisión Interamericana establece –a efectos de la admisibilidad– que se ha verificado un retardo injustificado por parte de los órganos jurisdiccionales guatemaltecos respecto a la investigación de la muerte de Guillermo Romero Peralta, que sigue bajo investigación.  En consecuencia, la CIDH aplica al presente asunto la excepción al agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.

26. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo para presentar la petición

27. Con relación al requisito contemplado en el artículo 46.1.b de la Convención, conforme al cual la petición debe ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de que la víctima sea notificada de la decisión definitiva que haya agotado los recursos internos, la Comisión considera que tampoco resulta aplicable el cumplimiento de tal plazo, toda vez que la petición fue presentada dentro del plazo razonable mencionado en el artículo 32.2 de su Reglamento para los casos en los cuales no se ha dictado sentencia firme con anterioridad a la presentación de la petición.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
28. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
29. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
30. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

31. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
32. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados caracterizarían una posible violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de los familiares de Guillermo Romero Peralta: Irma Leticia Orellana López Viuda de Romero, Brenda Carolina Romero Orellana, Claudia María Romero Orellana y Guillermo Enrique Romero Orellana.   
V. CONCLUSIONES

33. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Irma Leticia Orellana López Viuda de Romero, Brenda Carolina Romero Orellana, Claudia María Romero Orellana y Guillermo Enrique Romero Orellana.  

34. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5.1, 8.1 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Irma Leticia Orellana López Viuda de Romero, Brenda Carolina Romero Orellana, Claudia María Romero Orellana y Guillermo Enrique Romero Orellana.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr 46.
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